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	I. Introducción


La misión del Relator Especial a Brasil fue realizada por invitación del Gobierno de Brasil y preparada en estrecha colaboración con los ministerios correspondientes, especialmente del Ministerio de Ciudades y el Ministerio de Relaciones Exteriores, PNUD-Brasil, el Relator Nacional sobre derecho a la vivienda y movimientos de la sociedad civil. El Relator Especial desea expresar su gratitud por el apoyo recibido de todas las partes. El Relator Especial quedó impresionado por la dedicación, preparación y movilización demostrada por todos. Durante su visita, el Relator Especial pudo visitar zonas urbanas y rurales de San Pablo, Brasilia, Formosa, Alcantara, Río de Janeiro, Fortaleza, Salvador, Recife y alrededores, y comunidades indígenas de Bertioga. 

	II. Aspectos positivos


Hay muchos aspectos a destacar y en primer lugar, como se mencionara anteriormente, la dedicación de una sociedad civil de excepcional fortaleza y la voluntad política del nuevo Gobierno. Esta voluntad política quedó ilustrada por la creación a nivel federal de, por ejemplo, el Ministerio de las Ciudades, la Secretaría Especial de Policías para la Promoción de la Igualdad Racial, la Secretaría Especial de Policías para las Mujeres y la Secretaría por los Derechos Humanos. También cabe destacar la creación de un Grupo de Trabajo Interministerial para abordar el tema tan postergado de los derechos humanos de la población de quilombos en Brasil. 

Se promulgaron leyes nuevas y existe una diversidad de políticas en elaboración. Durante su visita a Brasil, el Relator Especial tuvo el placer de haber podido presenciar la adopción en la Cámara de Representantes de la esperada Ley de Financiación de la Vivienda Nacional. De manera similar, la promulgación en 2001 de la Ley Federal No. 10.257, el llamado Estatuto de la Ciudad, también es bienvenida. El Relator Especial también tuvo el placer de haber podido participar en la inauguración del Programa Brasileño para la Accesibilidad. 

El Relator Especial también desearía hacer hincapié en el compromiso del Gobierno, a nivel federal, con los derechos humanos hasta un punto que pocas veces ha visto durante sus cuatro años como Relator Especial sobre vivienda adecuada. El Gobierno ratificó las seis convenciones fundamentales de derechos humanos, inclusive el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer y la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial. La Constitución de 1998 reconoce varios derechos económicos, sociales y culturales, inclusive el derecho a la vivienda digna.

El movimiento de la sociedad civil brasileña es visto como un ejemplo a seguir en muchos países y el Relator Especial sólo tiene elogios para su fortaleza y resolución. El Relator Especial también tuvo la oportunidad de visitar a varios complejos de viviendas a nivel local, que benefician directamente a los pobres, inclusive a aquellos que viven en las favelas. Se sintió reconfortado por la existencia de subvenciones familiares, comidas en las escuelas y otros elementos implementados que benefician a los pobres, y alentaría de la misma manera la aplicación de un “plan de subvención a la vivienda”, para el cual se puede buscar inspiración en países como México.

	III. Obstáculos


Como punto de partida, el Relator Especial desea subrayar la grave situación con respecto a los sin techo, los sin tierra, el déficit de viviendas y la inadecuación de las viviendas imperante en el país como resultado de la discriminación histórica contra la comunidad negra y la población indígena, y la marginación de los pobres. El Relator Especial cree que el Gobierno Federal actual posee la voluntad política sincera para abordar estos temas, pero el énfasis debe trasladarse de la política y la legislación a la acción práctica. La riqueza y la redistribución de la tierra es de importancia primordial en este sentido. El país está orgulloso – y con razón – de su programa de Hambre Cero, pero se le debe prestar la misma atención para asegurar el respeto al derecho a la vivienda digna en su sentido más amplio, empezando por las familias que carecen de vivienda, de tierras y por aquellos que viven en condiciones sumamente precarias. Dada la escala del problema, hace falta un enfoque de emergencia. Asimismo, existe la necesidad de un incremento anual progresivo en las partidas presupuestarias para la vivienda. Aunque esto puede complementarse con fondos extrapresupuestarios, dichos fondos no deben ser considerados como sustituto para las partidas presupuestarias habituales.

El país enfrenta enormes desafíos con respecto a la realización progresiva de la vivienda digna desde el punto de vista de los derechos humanos. Algunas estadísticas básicas recibidas ilustran los desafíos en cuestión. Se dice que el déficit de vivienda supera los seis millones de viviendas. Entre los brasileños directamente afectados por el déficit de vivienda, el 97,2% no tiene acceso al crédito. El mismo porcentaje entre aquellos directamente afectados recibe un ingreso inferior a los cinco salarios mínimos por mes. El 40% del déficit de vivienda del país se encuentra en el nordeste. Al menos 6,5 millones de personas viven en favelas. Y a pesar de esto, sólo la mitad de todos los municipios en Brasil desarrollaron alguna forma de política de vivienda. Aun menos están desarrollando intentos serios, en un nivel práctico, por promover el derecho humano a la vivienda digna, que implica prestar atención especial a los grupos vulnerables y marginados. 

Me gustaría compartir con ustedes algunas principales observaciones preliminares relativas a algunos obstáculos fundamentales a la realización del derecho a la vivienda digna, como lo señalan los instrumentos internacionales de derechos humanos. 

El enfoque fragmentado frente al integral: La herencia histórica de décadas de discriminación racial y de abandono de los pobres es un desafío gigantesco que, para abordarse adecuadamente, exige un enfoque integral. El sistema de una forma de gobierno federal, estatal y municipal presenta obstáculos en este sentido. El Relator Especial experimentó numerosas ocasiones donde, a pesar de las iniciativas positivas de una o dos autoridades, la gente sigue viviendo en condiciones de vida deplorables, debido al fracaso a nivel federal, estatal o municipal. Para lograr avances con respecto al derecho a la vivienda, existe la urgente necesidad de fortalecer la cadena de gobernanza. Esto es efectivamente así ya que la realización de la vivienda digna como componente del derecho al nivel de vida digno exige la acción coordinada del nivel político y del nivel de aplicación, concentrándose no sólo en la construcción de la infraestructura sino también en la disponibilidad de tierras, servicios cívicos básicos y medios de vida. 

El enfoque fragmentado también es visible en la abundancia de los proyectos, programas y demás iniciativas existentes emprendidas por las autoridades y los movimientos de la sociedad civil. En tanto que muchas de las iniciativas encontradas son positivas, creativas e innovadoras en el plano individual, el Relator Especial también sintió la falta de coordinación y cooperación. En consecuencia, iniciativas positivas e incluso excelentes se transforman en iniciativas ad hoc. Un ejemplo positivo que podría seguirse es el programa Viva o Morro de Recife, destinado a estabilizar a las personas que viven en zonas cerriles de riesgo y a asegurar los servicios cívicos, todo realizado en consulta con las comunidades en cuestión. 

Con la diversidad de las leyes, políticas y estatutos progresivos, la atención debe trasladarse a la puesta en práctica, y especialmente a los muy pobres y marginados, como mediante la aplicación del Estatuto de la Ciudad. Para asegurar que la Ley de Financiación de la Vivienda Nacional sea efectiva con respecto a los más necesitados, deberá vincularse al Fondo de Garantía de los Trabajadores (FGTS) y  fondos complementarios de otras fuentes. De manera similar, hace falta un cambio urgente para asegurar que los fondos sean disponibles para mejorar la vivienda inadecuada, y no sólo para construir nuevas, como ha sido la principal tendencia en el pasado.

En este sentido, para asegurar la aplicación existe la necesidad urgente de una Política Nacional de Vivienda integral que abarque tanto cuestiones urbanas como rurales, y una legislación nacional de vivienda igualmente integral que vincule a las leyes y los programas existentes. Estos instrumentos abarcadores deben incorporar el derecho internacional correspondiente de derechos humanos y tomar la orientación de los comentarios generales y las recomendaciones generales correspondientes expedidas por los organismos de seguimiento de los tratados de derechos humanos.  

Dada la fragmentación existente y la complejidad de los temas en cuestión, el Relator Especial también aconsejaría enérgicamente que continúe el trabajo interministerial sobre el derecho a la vivienda digna. En este contexto recibe con beneplácito el interés exhibido por los ministerios correspondientes ante su misión, como los del Ministerio de las Ciudades, el Ministerio de Planificación, Presupuesto y Gestión, el Ministerio de Desarrollo de la Tierra, el Ministerio de Relaciones Exteriores y la Secretaría Especial de Políticas para la Mujer, la Secretaría Especial de Políticas para la Promoción de la Igualdad Racial y la Secretaría Especial de Derechos Humanos. 

Límites macroeconómicos: La deuda externa de Brasil, las condiciones ligadas a los préstamos del Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional y el Banco Interamericano de Desarrollo, y las políticas financieras conservadoras autoimpuestas en el país afectaron la capacidad del país para abordar las condiciones de vivienda y de vida de los pobres, la población negra, las comunidades indígenas, las mujeres y demás grupos vulnerables o marginados. Aunque existen los recursos suficientes en el país para abordar esos problemas, las limitaciones macroeconómicas crean obstáculos contra el uso de esos fondos en beneficio de aquellos que más los necesitan, en especial con respecto a otorgar subsidios directos a los necesitados. En este contexto, el Relator Especial apoya la posición que asumiera el Ministerio de las Ciudades al no aceptar préstamos de instituciones financieras internacionales que no permiten subsidios u otras medidas dirigidas a beneficiar a las familias de ingresos bajos o inexistentes. La credibilidad internacional que el Presidente Lula y su Gobierno disfrutan en la actualidad deberían posibilitar la reducción del objetivo superavitario del presupuesto del 4,5% al 3,25%, de esa manera se liberarían fondos para satisfacer los derechos humanos, inclusive el de la vivienda para los muy pobres. Estos fondos también podrían utilizarse para aumentar el programa de trabajo de entidades del Gobierno que contribuyen a mejorar las condiciones de vivienda y de vida de los pobres, como el Ministerio de las Ciudades, las Secretarías Especiales de Derechos Humanos, de Políticas para la Mujer, y de Políticas para la Promoción de la Igualdad Racial, y demás organismos. 

Pobreza extrema y desigualdad: Como sucede en muchos países con niveles importantes de desigualdad y pobreza extrema, el Relator Especial no cree que Brasil haya prosperado al atender las necesidades y asegurar los derechos del 20-25% de los más pobres de los pobres. El Comité sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, al examinar el cumplimiento de Brasil con el Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en mayo de 2003, manifestó su inquietud porque no se proporcionó acceso ni se brindaron los suficientes créditos y subsidios de vivienda a familias de bajos ingresos, especialmente a los grupos necesitados y marginados, una inquietud compartida por el Relator Especial. En este contexto el Relator Especial recomendaría que el Gobierno considere la elaboración de una “plan de subvención a la vivienda” que satisfaga las urgentes necesidades de vivienda de los segmentos más pobres de la sociedad. 

Pueblos indígenas: La Constitución brasileña creó una situación especial para los pueblos indígenas y sus territorios, instituyéndoles propiedades públicas, estatales y privadas, pero identificadas en forma colectiva y no individual. En virtud del artículo 231 de la Constitución, las tierras indígenas se consideran propiedad de la Unión Federal, pero destinadas a la posesión permanente de los pueblos indígenas, que tienen el derecho de usufructuar las riquezas de las tierras, los ríos y los lagos. El Relator Especial visitó comunidades indígenas en Bertioga, y tuvo la posibilidad de estudiar la situación mediante reuniones con los ministerios correspondientes y testimonios de grupos indígenas, y tratará extensamente sobre la reubicación y la inseguridad de la tenencia de la tierra de los indígenas en su informe definitivo. En esta etapa el Relator Especial desearía subrayar la necesidad de fortalecer la cooperación interministerial en este ámbito para asegurar que la debida atención y acción se concentren en los derechos humanos de los pueblos indígenas de Brasil. El Relator Especial desearía exhortar al Gobierno a que considere la creación de una Secretaría Especial que permita un enfoque integral para asuntos relacionados con los derechos humanos de los pueblos indígenas, inclusive los derechos de vivienda y sobre la tierra.

El derecho a la participación en la planificación y el desarrollo: Durante su visita, el Relator Especial experimentó una contradicción con respecto a los procesos participativos. Mientras los movimientos democráticos y de la sociedad civil son fuertes y mientras en particular el Gobierno Federal intenta asegurar la participación en la toma de decisiones a través de, entre otras cosas la celebración de conferencias nacionales, existe falta de participación real en la planificación y el desarrollo en el nivel local. El Estatuto de la Ciudad constituye una herramienta para el diseño participativo de los planes de desarrollo y la asignación de recursos, y ofrece mecanismos innovadores relacionados con: la creación de zonas especiales de interés social; estudios de impacto en los vecindarios; y tenencia y regularización de la tierra. Sin embargo, según testimonios recibidos en el desarrollo de Planes Directores de ciudades como Fortaleza y Salvador, a los movimientos de la sociedad civil se les negó el acceso a ese tipo de participación en la planificación del desarrollo, aunque en el caso de Salvador existe una orden judicial pendiente para revertir esa situación. Esto ilustra la necesidad existente de educación y capacitación del sector cívico y del Gobierno local para asegurar la instrumentación del Estatuto de la Ciudad.

Reformas de la tierra: Luego del proceso de redemocratización del país, marcado en el ámbito internacional por la Constitución brasileña de 1988, se produjeron destacados avances en el sistema jurídico para que el Estado brasileño tuviera una política de tierras y viviendas con un grupo de instrumentos que revirtieran la desigualdad social y territorial en las ciudades y en el interior del país.

Una de las principales razones del importante proceso migratorio del país hacia las ciudades ha sido la concentración de la propiedad en manos de unos pocos propietarios privados y la baja productividad de la tierra: aproximadamente 166 millones de hectáreas pertenecen a grandes haciendas improductivas que ocupan el 60% de la superficie rural total. De los 38 millones de habitantes del medio rural, el 73% recibe un ingreso anual inferior a la línea de pobreza, lo cual coloca al país entre los peores del mundo en materia de distribución del ingreso. El proceso de la reforma agraria en Brasil no alcanzó los objetivos de asegurar la vivienda digna y el medio de vida de la población rural, y agravó la carga de las zonas urbanas. Por lo tanto, existe la necesidad urgente de acelerar el proceso de la reforma de la tierra y agraria, incluso de parte del Gobierno Federal para ampliar los recursos destinados a los Programas de Urbanización, Regularización e Integración de los Asentamientos Precarios para ayudar a los Municipios a ejecutar sus programas de regularización de la tierra. Deberá revisarse la legislación dedicada a las distintas formas de ocupación y titularidad de la tierra, de manera que armonice y facilite la emisión de títulos de propiedad, inclusive en asentamientos urbanos y rurales informales, tierras indígenas, comunidades de quilombos.

Dado el alto nivel de pobreza y de desposesión de viviendas y de tierras en el país, queda claro que la ocupación de la tierra habrá de continuar. Ante esta realidad, el Relator Especial recomienda que el Gobierno quizá quiera elaborar una política nacional sobre la regularización de las ocupaciones de la tierra. 
Sistema judicial: En vista de los testimonios recibidos, al Relator Especial le preocupan las indicaciones de que el sistema judicial y otros sistemas protectores carecen de la sensibilidad suficiente ante los derechos de los pobres. A la vez, al Relator Especial le reconforta el importante papel del Fiscal Público al defender los intereses públicos y los bienes colectivos, lo cual ha sido esencial en la lucha por el derecho a la vivienda de los pobres. El Relator Especial recomendará que al Fiscal Público se le otorgue un mandato expreso para proteger los derechos económicos, sociales y culturales, inclusive el derecho a la vivienda digna. El papel del sistema judicial es una de las áreas que el Relator Especial pretende seguir monitoreando de cerca al finalizar sus conclusiones y recomendaciones, pero ya en esta etapa cree que la capacitación extensiva y la concienciación con respecto al derecho humano a la vivienda digna como componente del derecho al nivel de vida digno para los pobres es de urgente necesidad. Otra posible solución a considerar es el establecimiento de tribunales especiales dedicados a la tierra, la posesión adversa, el colectivo urbano, conflictos de demarcación y regularización de la tierra, y casos de desalojos forzosos y reubicaciones.
Sobre todas las cosas Brasil requiere un sistema nacional de protección de los derechos humanos que monitoree e investigue las violaciones de los derechos humanos en todos los niveles. Esto podría lograrse con el establecimiento de una comisión nacional de derechos humanos creada por ley en el sentido de los Principios de París y con la creación de comisiones de derechos humanos a nivel estatal. 

Vivienda digna como componente del nivel de vida digno: Durante la misión del Relator Especial, tanto movimientos de la sociedad civil como ministerios hicieron hincapié en que la vivienda digna no significa solamente un techo y cuatro paredes, sino que también implica la aplicación de un enfoque integral que asegure también el sustento, el derecho al agua y otros derechos y servicios básicos, como la atención médica, la educación, la electricidad y el saneamiento. A nivel práctico los discursos rara vez se traducen en acción. Según las estadísticas, más del 42% de las familias carecen de suficiente abastecimiento de agua, disposición de residuos y recolección de basura. Un tema relacionado y a menudo destacado en los testimonios fue que, cuando esos servicios existían, los pobres pagaban precios comparativamente elevados por el agua y la electricidad, lo cual hacía que el costo total de la vivienda digna fuera una carga financiera imposible de llevar.

Privatización de los servicios básicos: Mientras las leyes de derechos humanos no impiden que los derechos y servicios básicos, como el agua, la electricidad, la educación y el saneamiento sean brindados por empresas privadas, los Estados tienen la responsabilidad de asegurar que esas privatizaciones no violen los derechos humanos de la población. Sin embargo, ejemplos en Brasil demuestran que las privatizaciones y la ausencia de tarifas diferenciadas para los pobres aumentaron las cargas financieras de estos hasta un grado en el que ya no pueden mantener sus medios de vida. 

Soluciones temporarias y de corto plazo devienen en problemas de largo plazo: Mediante testimonios y visitas in situ, el Relator Especial experimentó los resultados de la instrumentación de soluciones de corto plazo y temporarias. En San Pablo el Relator Especial visitó casas improvisadas en la favela de Heliópolis donde las autoridades construyeron hace 10 años viviendas temporarias bajo los cables de alta tensión, pero donde esas viviendas se transformaron en una solución permanente. En el valle de Esperanza, fuera de Formosa en Goiás, el Relator Especial visitó programas de reubicación rural donde la población, seis años después de su reubicación, sigue sin el transporte, el agua o la atención médica adecuados.

El Relator Especial también visitó Alcântara donde visitó una de las llamadas Agro Villas, creadas en la década de 1980 para poder reubicar a las comunidades quilombo de zonas expropiadas por la Fuerza Aérea con el objetivo de establecer el Centro de Lanzamientos Satelitales. En virtud de los testimonios recibidos, las Agro Villas constituyen un ejemplo flagrante de soluciones a corto plazo que se transforman en problemas a largo plazo. Los habitantes de las Agro Villas, otrora autosuficientes en sus aldeas tradicionales con suficiente acceso a la pesca y a tierras fértiles, ahora son dependientes. La reubicación, inclusive el desalojo forzoso, jamás es una solución ideal. Y en los casos escasos en que puede justificarse esa reubicación, la misma debe realizarse con la consulta y la participación absolutas de la población en cuestión, en cumplimiento con las leyes internacionales de derechos humanos. Únicamente de esta manera se puede asegurar que la reubicación, si es inevitable, resulte en la mejoría de la situación de vida de los afectados, y no en un retroceso y en una pérdida del medio de vida. 

El Relator Especial recomendaría enérgicamente que las autoridades correspondientes, especialmente el Ministerio de Ciencia y Tecnología y el Ministerio de Defensa, preparen conjuntamente un estudio de factibilidad con el objetivo de determinar si la reubicación es la única solución alternativa existente. 

Desalojos forzosos: Con respecto a los desalojos forzosos en general, inclusive de las comunidades quilombo de sus tierras ancestrales, y con fines turísticos y de desarrollo, existe la urgente necesidad de que el Gobierno adopte medidas y leyes nacionales que aseguren la protección contra los desalojos forzosos y que asegure que esas acciones se realicen rigurosamente conforme a las obligaciones internacionales existentes. Deseo llamar especial atención a las pautas proporcionadas por los Comentarios Generales números 4 y 7 del Comité sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales en este sentido.

Según el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, del cual Brasil es parte, la legislación es la base esencial para construir un sistema de protección eficaz. Según los Comentarios Generales números 4 y 7, esa legislación contra los desalojos forzosos debe incluir medidas que proporcionen la mayor seguridad posible a los ocupantes de casas y tierras, y que estén diseñadas para controlar estrictamente las circunstancias en las cuales pueden realizarse los desalojos. La legislación también debe aplicarse a todos los agentes que actúan bajo la autoridad del Estado o que son responsables ante él. Asimismo, en vista de la creciente tendencia de algunos Estados en que el Gobierno reduce en gran medida sus responsabilidades en el sector de la vivienda, los Estados parte deben asegurar que las medidas legislativas y otras sean adecuadas para prevenir y, de corresponder, castigar los desalojos forzosos realizados, sin las debidas garantías, por personas u organismos privados. 

Entre los procedimientos de protección que deben aplicarse en relación con los desalojos forzosos están:

· La oportunidad de consulta genuina con los afectados;

· Aviso de desalojo suficiente y razonable para todas las personas afectadas;

· Información sobre los desalojos propuestos y, cuando corresponda, sobre el objetivo alternativo para el que se utilizará la tierra o la vivienda, que se entregará en un lapso razonable a todos los afectados;

· Funcionarios de gobierno o sus representantes estarán presentes durante los desalojos, especialmente cuando hay grupos de personas involucradas;

· Todas las personas que realicen el desalojo deben estar debidamente identificadas; 

· Los desalojos no se realizarán con mal tiempo ni de noche, a menos que las personas afectadas lo consientan;

· Brindar recursos legales; 

· Brindar, cuando sea posible, ayuda jurídica a las personas que la necesiten para recurrir ante los tribunales.

Estas son las observaciones preliminares del Relator Especial. El Relator Especial profundizará sobre las recomendaciones y soluciones concretas en su informe oficial de la misión, que será presentado a la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas en 2005. El informe será preparado de manera transparente, en estrecha consulta con el Gobierno y otros actores fundamentales, para estimular un diálogo constructivo fortalecido y acciones concretas.

*****

� Miloon Kothari fue designado, en calidad independiente, Relator Especial sobre vivienda digna por la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas en el año 2000. Una de sus tareas como Relator Especial es realizar misiones para recabar datos en distintos países para estudiar los obstáculos que impiden la realización del derecho a la vivienda digna y para recomendar soluciones prácticas en este sentido. Desde que fuera designado en el 2000, el Relator Especial realizó misiones a: México, Rumania, Perú, Afganistán y Kenia, así como una visita a los territorios palestinos ocupados.





Para  más información sobre la labor del Relator Especial sobre vivienda adecuada como componente del derecho a un nivel de vida digno, inclusive informes, declaraciones y otros documentos relacionados, consulte el sitio en internet de la Oficina del Alto Comisionado por los Derechos humanos en: www.unhchr.ch/housing









